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NULIDAD POR FALTA DE COMPETENCIA. [S]e invalidará lo hasta ahora tramitado a partir del auto que le dio impulso a la acción, inclusive, para enviarla al Juez Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal (inciso 1º, numeral 2º, artículo primero del Decreto 1382 de 2000), atendiendo a que la Fiscalía 13 Local, es delegada ante los Juzgados Penales Municipales de esa localidad, sin perjuicio de la validez que conservarán las pruebas practicadas.
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Sería del caso resolver de fondo la presente acción de tutela propuesta por Wilson Andrés Cárdenas Mejía, contra la Dirección Seccional de La Fiscalía Risaralda  y la Fiscalía 13 Local de Santa Rosa de Cabal, sino fuera porque, acogiendo el criterio de la mayoría de los integrantes de la Sala, luego de discutido el proyecto, esta Sala del Tribunal carece de competencia para decidir el asunto. 
En el caso concreto, se alude al derecho de petición, por cuanto se solicitó la expedición de un estado de investigación de origen penal, sin que se obtuviera respuesta. Si ello es así, hay que distinguir la competencia para conocer de la acción, pues frente a las actuaciones judiciales, la tiene el superior funcional del juez al que está adscrita la Fiscalía contra la cual se dirige, que es lo que interesa a este asunto. Y si de actuaciones administrativas se trata, hay que seguir las reglas generales de competencia y de reparto previstas en las normas que regulan la acción de tutela. 

    



Diríase, en principio, que la presente queja podría devenir de una actuación de carácter administrativo, y ya que el servicio de justicia es desconcentrado, como lo establece el artículo 228 de la Constitución Nacional, la competencia podría radicar, en un tribunal, que fue la interpretación que inicialmente se tuvo. Pero, no hay tal, porque lo que se pide es que se expida una certificación del estado de una actuación, que constituiría una actuación judicial. 

   



Por eso, a vuelta de revisar la situación, la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia
 en asuntos de similar linaje, ha considerado que: 

Sería del caso resolver la impugnación formulada contra la sentencia proferida el 4 de junio de 2014 por la Sala Civil – Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Ibagué, a propósito del amparo solicitado por JOHN WILLIAM BALAGUERA BOTELLO contra las Fiscalías Local y Segunda Seccional de los Patios (Norte de Santander) y la Dirección Seccional de Fiscalías de Cúcuta, trámite al cual se vinculó a la Fiscalía General de la Nación. No obstante, en la actuación surtida se advierte una causal de nulidad, la cual afecta la actividad desplegada, como a continuación se procede a explicar.

(…)

Ahora, auscultada la solicitud de la cual se reclama contestación, se evidencia que el petente pretendió la expedición de “(…) fotocopias certificadas (…)” de documentos adosados a la causa penal tramitada por la Fiscalía Segunda Seccional acusada y la “confirmación” del folio en el cual obraba “(…) la declaración de la señora Dora Lucía Méndez Rodríguez (…)”, el cual, según señaló, era “(…) posiblemente falso (…)” (fls. 9 al 20, cdno. 1).

De lo discurrido se desprende que los pedimentos del censor tuvieron lugar dentro de una actuación jurisdiccional.

2.
A la luz de lo indicado, se establece la falta de competencia  del a quo para resolver en primera instancia la presente queja, pues conforme a lo dispuesto el numeral 2º del artículo 1º del Decreto 1382 de 2000, que a la letra indica: “(…) [c]uando la acción de tutela (…) se dirige contra la Fiscalía General de la Nación, se repartirá al superior funcional del juez al que esté adscrito el fiscal (…)”, la competente para conocer del resguardo era la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cúcuta.

A la anterior conclusión se arriba, por cuanto dicha Sala especializada es el superior funcional de la Fiscalía Segunda Seccional de Los Patios, ente adscrito a la Dirección Seccional de Fiscalías de Cúcuta (…)
3.
Esta Sala, en asuntos de similares perfiles ha expresado:

“(…) [S]e precisa que los fiscales seccionales actúan ante los jueces penales del circuito, que a su vez tienen como superiores funcionales a las salas penales de los respectivos tribunales. La Sala de Casación Penal en la tutela radicada bajo el número 27572, sostuvo que ‘el competente para conocer de [tal] acción (…) es la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Barranquilla por ser el superior jerárquico del juez al que está adscrita la Fiscalía Quinta Seccional de Barranquilla y que puede conocer a prevención respecto de los demás accionados’ (providencia 11 de septiembre de 2006, sub línea fuera de texto).

   



Desconocer esa posición de nuestro superior funcional, daría lugar, sin duda a una nulidad en un tramo ya más avanzado de la actuación, lo cual debe evitarse a toda costa. Por consiguiente, se invalidará lo hasta ahora tramitado a partir del auto que le dio impulso a la acción, inclusive, para enviarla al Juez Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal (inciso 1º, numeral 2º, artículo primero del Decreto 1382 de 2000), atendiendo a que la Fiscalía 13 Local, es delegada ante los Juzgados Penales Municipales de esa localidad, sin perjuicio de la validez que conservarán las pruebas practicadas.  

  

  

DECISIÓN

En armonía con lo dicho, esta Sala Unitaria Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, DECLARA LA NULIDAD de lo actuado en este asunto, desde el auto admisorio de la acción.  

Remítase el expediente al Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal (Risaralda).
Las pruebas practicadas conservan su validez. 

Notifíquese a las partes por un medio expedito. 

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

Magistrado

� CSJ, SCC, expediente  ATC3642-2014; radicación n° 73001-22-13-000-2014-00237-01; providencia del 3 de julio de 2014; MP Luis Armando Tolosa Villabona
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